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León, Guanajuato, a 08 ocho de julio del año 2011, dos mil once. . . . .  . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 459/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano J. ROGELIO MACIEL GARCÍA, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “ESTACIÓN CENTRAL DE AUTOBUSES LEÓN DE LOS ALDAMA”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra de la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano J. Rogelio Maciel García, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “Estación Central de Autobuses León de los Aldama”, Sociedad Anónima de Capital Variable; personalidad que acredita con copia certificada ante la fe del Notario Público número 91, noventa y uno, de León, Guanajuato, del Testimonio de la Escritura Pública número 8,306 ocho mil trescientos seis, otorgado con fecha 31 treinta y uno de julio del año 2003, dos mil tres, ante la fe del mismo Fedatario Público, a través del cual en la cláusula primera, al ciudadano J. Rogelio Maciel García, se le concede Poder General para Pleitos y Cobranzas y actos de administración, con todas las  facultades generales y aún las especiales para cuyo ejercicio se requiera poder o cláusula especial conforme a la Ley, en términos y con las facultades previstas en los dos primeros párrafos del artículo 2554, 2582 y 2587 del Código Civil para el Distrito Federal y de los correlativos de los Códigos Civiles vigentes en cada Entidad Federativa de la República Mexicana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que se impugna el avalúo catastral de fecha 29 veintinueve de octubre del año 2010, dos mil diez, practicado al inmueble ubicado en el Boulevard Hilario Medina número 202 de la Colonia Españita de esta ciudad, que determina el valor fiscal de $135´495,746.55 (ciento treinta y cinco millones, cuatrocientos noventa y cinco mil, setecientos cuarenta y seis pesos 55/100 moneda nacional); cuya existencia está acreditada en autos, con el original del referido avalúo. . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el acto impugnado es inexistente, pues dicho avalúo no fue elaborado por esta autoridad demandada, actualizándose dicha causal de improcedencia. Casual de improcedencia que resulta FUNDADA, toda vez que el avalúo que se impugna no fue firmado por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, por tanto, dicha servidora pública no es la responsable de la emisión de los actos impugnados, por esta razón no puede considerársele autoridad demandada, ya que, conforme a lo señalado por el artículo 251, fracción II, inciso a), del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en el proceso administrativo la autoridad demandada es aquella que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto impugnado; y, es el caso que, en autos de esta causa no se encuentra acreditado que esta autoridad haya emitido u ordenado el acto combatido, en tal virtud no es posible atribuirle la emisión de dicho acto a la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, de este modo, es inexistente el acto imputado a esta autoridad, configurándose en la especie  la causal de improcedencia prevista en la facción VI del artículo 261 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, es procedente sobreseer este proceso respecto a la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Tesorero Municipal y el Director de Catastro, no aducen causal de improcedencia alguna y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que haciendo un análisis integral de la demanda en su hecho sexto, inciso c), se advierte la expresión de un concepto de impugnación en el sentido de que el acto impugnado no se encuentra debidamente fundado ni motivado, en virtud de que simplemente se señala: “El presente documento se firma con fundamento en los artículos 162, fracciones II y IV, 166, 168, 170 y 178 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los artículos 5, 6 y 7 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, del ejercicio fiscal vigente“;  y  el terreno materia de la valuación fue clasificado como ZC3, que significa zona comercial de 3ª tercera y el artículo 6 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, en forma clara y expresa se asienta que la zona comercial de tercera tendrá un valor por metro cuadrado de un mínimo de $800.00 (ochocientos pesos 00/100 moneda nacional) a un máximo de $2,600.00 (dos mil seiscientos pesos 00/100 moneda nacional) y es el caso que en el apartado de cálculo del valor del terreno, le asignaron al inmueble los siguientes valores: sección 1, superficie 5,998.15 metros cuadrados, valor unitario $7,300.00 (siete mil trescientos pesos 00/100 moneda nacional); sección 2, superficie 4,140.44 metros cuadrados, valor unitario $7,300.00 (siete mil trescientos pesos 00/100 moneda nacional); sección 3, superficie 3,470.00 metros cuadrados, valor unitario $5,350.00 (cinco mil trescientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional); sección 4, superficie 1,900.00 metros cuadrados, valor unitario $1,900.00 (mil novecientos pesos 00/100 moneda nacional); sección 5, superficie 970.00 metros cuadrados, valor unitario $970.00 (novecientos setenta  pesos 00/100 moneda nacional); y que es ilegal que le apliquen al inmueble un valor fundado en el Manual de Valuación, vigente para el ejercicio fiscal al año 2010, dos mil diez, pues un manual no puede tener aplicación por encima de lo marcado en la Ley aplicable al caso concreto. Sigue manifestando, en el primer concepto de impugnación, en lo esencial que se clasifica el inmueble materia de valuación como zona comercial de tercera y luego le asigna valores que corresponden a zona comercial de primera y pretende fundar los valores en un Manual de valuación, que además no puede estar por encima de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, vigente para el ejercicio fiscal 2010, dos mil diez, la que indica con precisión los valores mínimos y máximos que se puede aplicar en la zona comercial de tercera y no es legal que con fundamento en un Manual de Valuación se asignen valores a los marcados para la zona comercial de primera, en consecuencia, lo procedente es anular el avalúo impugnado, todo ello, a contrario sensu de lo estipulado por el artículo 137, fracciones I, II y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. En tanto que, el Tesorero Municipal y el Director de Catastro, en esencia contestan que el avalúo es un dictamen técnico que permite determinar el valor de mercado del inmueble, con base en su uso, características físicas, además de las urbanas de la zona de su ubicación, así como en la investigación, análisis y ponderación del mercado inmobiliario; que el avalúo por ser un dictamen técnico, toma en consideración varios aspectos, si bien es cierto que la zona en la cual se ubica el inmueble se encuentra en una ZC3 (zona comercial de tercera), también se toma en consideración el uso del inmueble, así como los servicios con los que cuenta y todos los comercios que existen a su alrededor, por lo que el valor del terreno aumenta considerablemente, amén de que el actor, no aporta medio de prueba alguno, que determine que dicho valor asignado no corresponde a dicho inmueble y atendiendo a que los actos administrativos gozan de la presunción de legalidad, debe considerarse que lo plasmado en el avalúo es el valor correcto; y, al Manual de Valuación no determina valores, sino solamente establece conceptos para homologar y entender la terminología usada por los peritos. . . . . . .  . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, por las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, el avalúo fiscal impugnado en cuanto a los valores fiscales no se encuentra adecuada y suficientemente fundado, en virtud de que se apoya en los artículos 5, 6 y 7 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2010; y, es el caso que el artículo 5 del referido Ordenamiento Legal, no es aplicable al avalúa combatido, toda vez que en esta etapa del procedimiento de valuación aún no se aplica la tasa del impuesto, ya que el avalúo arroja el valor fiscal que constituirá la base del impuesto predial y todavía no se lleva a cabo la determinación y liquidación del impuesto predial, que es la fase del procedimiento tributario en donde se aplica el referido artículo 5; por otra parte, los artículos 6 y 7, de la referida Ley de Ingresos, contemplan diversas fracciones y cada una de ellas, se integra por diversos incisos; sin embargo, como puede apreciarse en el contenido del avalúo impugnado la autoridad fiscal Municipal omite expresar la o las fracciones de cada uno de estos preceptos legales que resultan aplicables al caso de la persona moral impetrante, de la misma manera deja de expresar el o los incisos de cada fracción que le resultan aplicables al supuesto en que se encuentra la actora; lo anterior es así, en virtud de que por fundar se entiende que la autoridad en el propio documento en donde consta el acto o resolución ya sea de naturaleza administrativa o fiscal debe señalar con precisión la Ley, el Reglamento u Ordenamiento Legal, así como el o los  artículos, la o las fracciones, el  o  los incisos y  el o  los párrafos, en que se basa para emitir el acto o resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte y a mayor abundamiento, de un análisis minucioso del avalúo impugnado, se desprende que en cuanto al valor fiscal por metro cuadrado de terreno,  aplicado no se encuentra debidamente fundado, en razón de lo siguiente: . 

En efecto, de autos del sumario se advierte que el inmueble ubicado en el Boulevard Hilario Medina número 202, de la Colonia Españita de esta ciudad, para efectos de su valuación se divide en 5 cinco secciones y a cada uno de estas unidades se le aplican valores fiscales para las construcciones y los terrenos; sin embargo, es el caso que la autoridad en el apartado denominado “cálculo del valor del terreno”, a las secciones 1 uno, 2 dos y 3 tres, fija y aplica valores fiscales por metro cuadrado de terreno por tipo de construcción, calidad y vida útil, más altos que los establecidos en el artículo 6, fracción I, inciso a), de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2010, dos mil diez, pues, la autoridad en esas tres primeras secciones del terreno que nos ocupa, aplica los siguientes valores fiscales por metro cuadrado: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Sección 1ª    7,300.00 (siete mil trescientos pesos 00/100 moneda nacional).

Sección 2ª    7,300.00 (siete mil trescientos pesos 00/100 moneda nacional).

Sección 3ª    5,350.00  (tres mil trescientos cincuenta pesos 00/100 moneda 





   nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto que, el artículo 6, fracción I, inciso a), de la citada Ley de Ingresos, en lo conducente establece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 6.- Los valores que se aplicarán a los inmuebles para el año 2010, serán los siguientes:

I.- Inmuebles urbanos:

A).- Valores unitarios de terreno expresados en pesos por metro cuadrado.

Tipo de Zona


     Valor mínimo

Valor máximo

Zona comercial de primera
     5,500.00


10,000.00

Zona comercial de segunda
     2,600.00


5,500.00

Zona comercial de tercera
     800.00


2,600.00

…”

Siendo lo anterior es así, por un lado, resulta evidente que la autoridad  demandada no funda el valor fiscal en el artículo 6, fracción I, inciso a), de la citada Ley de Ingresos, por consiguiente, el acto a debate en cuanto al valor fiscal por metro cuadrado, no se encuentra debidamente fundado, por otro lado, aplica el Manual de Valuación Catastral vigente para el año 2010, dos mil diez, pero éste como disposición de observancia general, no se encuentra publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado del de Guanajuato, de ahí, resulta que ese Manual no surte efecto legal alguno frente al impetrante, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 139, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tal motivo, en este aspecto el avalúo combatido carece de un adecuado fundamento legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, al avalúo impugnado le falta motivación, toda vez que la autoridad jamás expone de manera pormenorizada las razones particulares, las circunstancias especiales o las causas inmediatas que le sirvieron para determinar que el inmueble que nos ocupa se encuentra ubicado en una zona comercial de tercera, ni tampoco describe de manera detallada el método utilizado para la determinación del valor fiscal por metro cuadrado de terreno, omitiendo identificar y describir pormenorizadamente las características arquitectónicas, el estado de conservación y la edad de las construcciones, ya que no se indican los  factores de depreciación con base a los cuales se determinó la vida útil total, porque no se expresa la antigüedad del inmueble, ni se hace referencia a su estado de conservación; además, de que no se mencionan las bases que sirvieron para obtener las características de la calidad de las construcciones, por ende, en el avalúo impugnado no se dice el por qué se considera como una zona de comercio de tercera, el lugar en donde se ubica el inmueble materia del avalúo que nos ocupa; siendo anterior así, el acto combatido no se encuentra motivado, puesto que la autoridad dejo de señalar con precisión los razonamientos, conclusiones o motivos que tuvo para emitir el avalúo tildado de ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, para que el avalúo impugnado esté debidamente motivado, es menester señalar detalladamente las anteriores circunstancias, de tal forma que la persona moral demandante conozca la esencia de la argumentación lógica de hecho y de derecho que tomo en consideración la autoridad fiscal demandada para determinar los valores fiscales por metro cuadrado de terreno y de construcciones, y de esta manera no dejar en estado de indefensión a la impetrante, por tal virtud, no funda ni motiva adecuadamente el avalúo practicado al inmueble propiedad de la empresa mercantil denominada “Estación Central de Autobuses León de los Aldama”, Sociedad Anónima de Capital Variable, pues esta indefinición de las características de los valores dados a las construcciones en el referido avalúo de cada una de las áreas que constituyen las instalaciones de la Terminal de Pasajeros de que se trata, hacen que la parte actora no esté posibilidad de saber conforme a que fracción e inciso del artículo 6 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2010, dos mil diez, se fijó el nuevo valor fiscal del metro cuadrado de terreno y de construcción. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por los Tribunales Colegiados de Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Octava Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2ºJ/248, visible a página 43 bajo el siguiente rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo este orden de ideas, el avalúo realizado al inmueble ubicado en Hilario Medina número 202 de la Colonia Españita, de esta ciudad, se encuentra indebidamente fundado y carente de motivación, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el párrafo que antecede, por tanto, el acto impugnado carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio que origina su ilegalidad y por consecuencia su nulidad. . . . . . . .  
En  consecuencia, los vicios de carácter meramente formal expresados en los párrafos que anteceden, afectan de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la actora, violándose en su perjuicio los artículo 137 fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción III del mismo Código es procedente declarar la nulidad del avalúo catastral de fecha 29 veintinueve de octubre del año 2010, dos mil diez, practicado al inmueble ubicado en el Boulevard Hilario Medina número 202, doscientos dos, de la Colonia Españita de esta ciudad, que determina el valor fiscal de $135´495,746.55 (ciento treinta y cinco millones, cuatrocientos noventa y cinco mil, setecientos cuarenta y seis pesos 55/100 moneda nacional); sobre el particular cabe precisar que el impuesto predial sobre el referido inmueble se determinará y cubrirá, en los años que adeuda, esto es, del año 2008, dos mil ocho, a lo que va del año 2011, dos mil once, tomando como base del impuesto predial, el valor fiscal registrado antes del avalúo impugnado, ya que el nuevo valor fiscal que arroje el avalúo del inmueble que ocupa la terminal de autobuses, de esta ciudad, realizado en cumplimiento a esta sentencia, debe aplicarse a partir del siguiente bimestre a la fecha en la cual se le notifique ese acto a la actora. Esta sentencia tiene como efectos que la autoridad emita un nuevo avalúo debidamente fundado y motivado, conforme a lo expresado en este considerando, debiendo informar a este Juzgado el cumplimiento dado a la misma. Al respecto, resulta ilustrativa la tesis de jurisprudencia, con registro número, 214258, localizada en la  Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 71, Noviembre de 1993. Página: 69, Tesis: V.2o. J/80, Jurisprudencia. Materia(s) Común, bajo el rubro: VIOLACIONES FORMALES. SI SE DECLARAN FUNDADAS, EL AMPARO DEBE CONCEDERSE PARA QUE SE SUBSANEN, SIN ENTRAR AL FONDO. Si se declara procedente un concepto de violación de carácter formal, debe concederse el amparo para el efecto de que se subsane, sin entrar al fondo de la cuestión planteada en el juicio de garantías, pues en todo caso ese fondo será materia de un nuevo juicio de amparo que en su caso se promueva en caso de subsistir la pretensión de inconstitucionalidad del acto, por parte del quejoso, una vez que se repare la violación formal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que la procedencia de los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto combatido y es innecesario el estudio del segundo conceptos de violación esgrimido en el escrito inicial de demanda, toda vez que de resultar procedente, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario  de  garantías  la  protección y el  amparo  de la justicia  federal,  resulta  
innecesario  el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del avalúo catastral de fecha 29 veintinueve de octubre del año 2010, dos mil diez, practicado al inmueble ubicado en el Boulevard Hilario Medina número 202, doscientos dos, de la Colonia Españita de esta ciudad, que determina el valor fiscal de $135´495,746.55 (ciento treinta y cinco millones, cuatrocientos noventa y cinco mil, setecientos cuarenta y seis pesos 55/100 moneda nacional);  para el efecto de la autoridad emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, esto es, subsanando los vicios formales, apoyándose además, en un avalúo conforme a los señalado en último párrafo de la parte considerativa de esta sentencia y declarada ejecutoriada esta sentencia, deberá informa a este Juzgado el cumplimiento dado a la misma, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el quinto considerando de este fallo. . . . . . .  . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . .

Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciado RICARDO GONZÁLEZ BARRIENTOS, Actuario de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, en suplencia de la titular, en términos del artículo 216-A, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 08 DE JULIO DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 459/2010-JN.
